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San Pedro Garza García, Nuevo León, nueve de marzo 

de dos mil dieciséis.- Vistos para resolver en definitiva los 

autos del juicio número 5928/15-06-02-1-OT, promovido  

por la C. ***** ******* ****** *******, en 

representación legal de la persona moral denominada 

****** * ****** **** ** ****, en contra del acto emitido 

por la C. Gerente de Recaudación Fiscal en la Delegación 

Regional Nuevo León del Instituto de Fondo Nacional de 

la Vivienda para los Trabajadores, se procede a dictar la 

sentencia definitiva correspondiente; y, 

 

R E S U L T A N D O 

 

1.- Mediante escrito de demanda presentado en la 

Oficialía de Partes Común de las Salas Regionales del Noreste 

de este Tribunal, el día 21 de octubre de 2015, compareció la 

C. ***** ******* ****** *******, en representación 

legal de la persona moral denominada ****** * ****** 

**** ** ****, a impugnar la resolución contenida en la 

determinación de omisiones de pago en materia de 

aportaciones patronales y/o amortizaciones por créditos para 

vivienda, con número de folio *****************, de fecha 

18 de septiembre de 2015, correspondiente al período 

liquidado de ** *** ****, emitida por la C. Gerente de 

Recaudación Fiscal en la Delegación Regional Nuevo León del 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores, a través de la cual se impone a la actora un 

crédito fiscal en cantidad total de $213,413.42 por concepto 

de aportaciones, amortizaciones, multa y honorario de 

notificación. 
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2.- Por auto de fecha 3 de noviembre de 2015, se 

admitió a trámite la demanda; por lo que se ordenó correr 

traslado a la autoridad para que formulara su contestación en 

el término de Ley. 

  

3.- A través del oficio sin número, de fecha 3 de 

febrero de 2016, presentado en la Oficialía de Partes Común 

de las Salas Regionales del Noreste de este Tribunal, el día 8 

siguiente de su emisión, la C. Gerente de Recaudación 

Fiscal en la Delegación Regional Nuevo León del 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores, formuló su contestación a la demanda 

sosteniendo la validez de la resolución impugnada. 

 

4.- En proveído de 11 de febrero, se tuvo por 

contestada la demanda, ordenándose poner a disposición de la  

actora una copia del oficio de contestación y sus anexos; en el 

mismo auto se otorgó plazo a las partes para que  formularan 

sus alegatos por escrito. 

 

5.- En acuerdo de fecha 8 de marzo de 2016 se 

declaró cerrada la instrucción del juicio, de conformidad con 

lo señalado en el artículo 47 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo.  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO.- Esta Sala Regional es competente para 

resolver el juicio de nulidad en que se actúa, por así 

disponerlo los numerales 14, fracción I, 31, 32, 34 y 35 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa en vigor, en relación con lo previsto en los 

numerales 1º, 1º-A, y 13 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, y en los artículos 21, fracción VI, 
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y 22, fracción VI, ambos del Reglamento Interior del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, dispositivos en los 

cuales se prevé la existencia de la Región Noreste y de la 

Segunda Sala Regional Noreste de este Tribunal.  

 

SEGUNDO. La existencia de la resolución impugnada 

se encuentra acreditada en autos, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 15, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, 197, 200 y 202 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 

supletoria en la materia, con la exhibición del original por la 

actora y el reconocimiento de su emisión por la autoridad 

demandada. 

 

TERCERO.- En principio, se procede al análisis de las 

dos cuestiones previas planteadas en el oficio de contestación 

a la demanda, las que se encuentran encaminadas a que se 

tengan como terceros interesados a los trabajadores de la 

actora, pues en esencia alega que éstos tienen un derecho o 

interés en relación al acto en controversia, pues refiere que 

en caso de obtenerse una nulidad, se dejarían de cumplir 

obligaciones patronales, lo que les provocaría un estado de 

indefensión, motivo por el cual debió llamárseles a juicio, en 

virtud de que con la sentencia que se emita si es favorable 

para la enjuiciante, puede ocasionarles a ellos un perjuicio.  

 

Al respecto, se estima que los argumentos planteados 

como cuestión previa resultan infundados, en razón de lo 

siguiente: 

 

Para una mejor claridad, es menester referir los 

términos y alcances de los numerales 3 y 14 de la Ley Federal 
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de Procedimiento Contencioso Administrativo, que prevén la 

figura del tercero interesado en el juicio contencioso 

administrativo federal, pues disponen: 

 

“ARTÍCULO 3o . - Son partes en e l ju ic io contencioso adminis trat ivo: (…)  
 

III.  El  tercero que tenga un derecho incompat ib le con la pretens ión de l  
demandante.  
…” 
 
“ARTÍCULO 14.-  La demanda deberá ind icar: (…)  
 
VII.  El  nombre y domic i l io  del tercero interesado, cuando lo  haya. (…)  

  

De las normas jurídicas transcritas se advierte que en 

el juicio contencioso administrativo sustanciado ante las Salas 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se 

tendrá como tercero interesado, al que tenga un derecho 

incompatible con la pretensión del demandante; es decir, que 

tenga pretensiones contrarias a éste, para que; en su caso, 

como obligación procesal para el accionante, en el escrito de 

demanda indique el nombre y domicilio del tercero interesado, 

siempre y cuando lo haya. 

 

En el caso particular, del escrito de demanda 

presentado en la Oficialía de Partes Común de las Salas 

Regionales del Noreste de este Tribunal el 21 de octubre de 

2015, no se señaló en ninguna parte a persona o personas 

que tuvieran la calidad de tercero interesado, circunstancia 

ante la cual la autoridad indica que se trata de una violación 

de procedimiento, pues quien tiene esa calidad son los 

trabajadores de la parte actora, toda vez que en caso de 

dictarse una resolución definitiva y favorable para la actora, 

se les estaría privando de un derecho previsto en la propia 

Constitución. 

 

No obstante, como ya se adelantó, resulta equivocada 

la apreciación de la autoridad, en virtud que los trabajadores 

de la persona moral, hoy actora, no tienen la calidad que 
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refiere, toda vez que del análisis realizado a la resolución 

impugnada no se advierte; por un lado, el que se les hubiere 

señalado como trabajadores, lo cual tendría como 

consecuencia inmediata la legitimación de éstos para 

apersonarse en juicio; es decir, de las constancias allegadas 

por la actora como por la autoridad no se observan nombres 

de trabajadores que tengan interés para que el acto de 

autoridad subsista. 

 

Asimismo, se destaca que de los artículos 36 y 39 del 

Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de 

Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y 

Fiscalización, se advierta que el incumplimiento del patrón 

respecto a sus obligaciones, como lo es la inscripción; o bien, 

del pago en tiempo, no le eximirá en ninguna forma de tener 

que cubrir las aportaciones, en virtud de que el pago de 

aportaciones subsistirá hasta en tanto no se presente el aviso 

de baja de los trabajadores, cuestión que en todo caso debe 

encontrarse en todo momento debidamente respaldado por la 

autoridad encargada de exigir el cumplimiento de obligaciones 

a los patrones; que lo es el Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores, incluso se advierte que de no 

cumplir con el pago de aportaciones en los plazos establecidos 

por ley, se causarán actualizaciones y recargos, de ahí que 

sea evidente que en todo momento deberán cumplirse las 

obligaciones y que si el patrón por sí mismo no las cumple, 

implica el ejercicio de facultades por la autoridad competente 

para ello, actos deberán encontrarse debidamente fundados y 

motivados. 

 

De igual forma, atendiendo al propio argumento de la 

autoridad demandada, en el sentido que de 
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constitucionalmente existe obligación de que las personas 

tengan derecho a una vivienda digna; luego entonces, el 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores también se encuentra obligado a respetar ese 

derecho humano al que alude; y no negar en su momento, el 

acceso al mismo, en virtud de que de sus propios 

razonamientos se desprende que las autoridades (todas) 

deberán respetar en todo momento los derechos previstos en 

la Constitución, máxime que sería su responsabilidad el no 

exigir en forma correcta, fundada y motivada el cumpl imiento 

de obligaciones patronales. 

 

En esta tesitura, es evidente que la pretensión de la 

autoridad es infundada, pues en el caso no existe ningún 

tercero interesado; por tanto, no le asiste la razón en cuanto 

a que los trabajadores tienen un derecho incompatible, 

máxime que no debe pasar desapercibido que ellos también 

tienen a su alcance los medios de defensa previstos en las 

leyes, ante la falta de incumplimiento de las obligaciones 

patronales, para lo cual pueden acudir ante las autoridades 

competentes para exigir sean cumplidas, tal como lo alega el 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores en el presente juicio, en el sentido que no se 

están cumpliendo las obligaciones patronales, ya que ante ello 

los trabajadores podrán acudir ante la Secretaría del Trabajo 

y Previsión Social, para hacer de su conocimiento que la 

empresa para la cual laboran, no está cumpliendo con sus 

obligaciones patronales y así se ejerzan las facultades 

correspondientes, como las previstas en la Ley Federal  del 

Trabajo, en el Reglamento General para la Inspección y 

Aplicación de Sanciones por Violaciones a la Legislación 

Laboral; de ahí que como se sostiene, los trabajadores no 

pueden tener la calidad de tercero interesado en el juicio de 
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nulidad tramitado ante este Tribunal, al tratarse de cuestiones 

que deben ser observadas por una autoridad diversa.  

 

Para un mayor soporte, la Sala Superior de este 

Tribunal, ha establecido como precedente número VII-P-SS-

18, en el cual por analogía, se advierte que tiene el  carácter 

de tercero interesado, quien tenga un derecho incompatible 

con la actora, tratándose de una persona, más no de una 

autoridad, que incluso pueda ejecutar la resolución 

impugnada. 

 
“TERCERO INTERESADO.- TIENE ESE CARÁCTER EL TITULAR DEL 
DERECHO DE AUTOR, POR SER INCOMPATIBLE CON LA PRETENSIÓN 
DEL ACTOR Y POR ENDE DEBE SER EMPLAZADO A JUICIO. -  Atento a lo  
d ispuesto por e l  art ícu lo 3º, f racc ión I I I  de la Ley Federal de Procedimiento  
Contenc ioso Administrat ivo es  tercero interesado en e l ju ic io contenc ioso 
adminis trat ivo, quien tenga un derecho incompatib le con la pretens ión del  
demandante; de manera que s i  se impugna v ía ju ic io contencioso  
adminis trat ivo ante  este Tr ibunal,  una resoluc ión def in it iva der ivada de un 
procedimiento en el que se determinó una infracc ión adminis trat iva en 
mater ia de derechos de autor, de conformidad a la Ley Federal de Derechos 
de Autor , t iene e l  carácter de tercero interesado el  t i tu lar  de esos derechos.  
En consecuencia, como lo d ispone el art ícu lo  18 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contenc ioso Adminis trat ivo, v inculado a los preceptos 
f racc ión VII  y 67, segundo párrafo, de l mismo ordenamiento, e l  tercero 
interesado debe ser  emplazado personalmente corr iéndole  tras lado de la  
demanda y anexos para que se apersone a ju ic io y  manif ies te lo que a su 
derecho convenga en e l p lazo de ley .  
 
PRECEDENTE:  

VI -P -SS-402  

Ju ic io  Contenc ioso Admin is t r a t ivo Núm.  1409/09 -EP I-01-7 /458/10 -PL-06-10. -  

Resue l to  por  e l  P leno de  la  Sa la  Super ior  de l  T r ibuna l  Federa l  de  Just i c ia  F i s ca l  y  

Admin is t r a t iva ,  en  se s ión  de  7  de  ju l io  de  2010,  por  unan imidad de  9  votos  a  favor . -  
Mag is t r ado Ponente :  A l f redo  Sa lgado Loyo . -  Secre tar io :  L i c .  Car los  Augusto  V ida l  

Ramíre z .  

(Te s is  aprobada  en  se s ión  de  8  de  sept iembre  de  2010)  

R.T .F . J . F .A .  Sex ta  Época.  Año  I I I .  No.  35 .  Nov iembre  2010.  p .  224  

RE ITERACIÓN QUE  SE  PUBLICA:  

VI I -P -SS-18  

Ju ic io  Contenc ioso Admin is t r a t ivo Núm. 15452/02 -17-02-9 /364/05 -PL-03-04. -  

Resue l to  por  e l  P leno de  la  Sa la  Super ior  de l  T r ibuna l  Federa l  de  Just i c ia  F i s ca l  y  

Admin is t r a t iva ,  en  se s ión  de  5  de  octubre  de  2011 ,  por  unan imidad de  10  vo tos  a  

favor . -  Mag is t rado Ponen te:  Manue l  Luc iano Ha l l i v i s  Pe layo. -  Secre tar ia:  L ic .  
E l i zabeth  Or t í z  Guzmán.  

(Tes is  aprobada  en  se s ión  de  5  de  octubre  de  2011)  

 

R.T .F . J . F .A .  Sépt ima  Época .  Año I .  No .  4 .  Nov iembre  2011.  p .  130  

 

Asimismo, el Poder Judicial de la Federación ha 

establecido que la figura del tercero interesado en los juicios 

contenciosos administrativos, es requisito que se presente o 

se señale en la demanda, siempre y cuando exista dicho 

tercero, pues de lo contrario no podría requerirse tal cuestión, 
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lo que como ya se dijo, contrario a lo pretendido por la 

autoridad, en el caso en particular no se da tal supuesto . 

 

Registro: 166 055 [TA]; 9a. Época; T.C.C.;  S.J .F. y su Gaceta; XXX, 
Octubre de 2009; Pág . 1651 / Número de Tesis: XXI.1o.P.A.116 A  
 
TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. EN TANTO NO ESTÉ CLARAMENTE DEFINIDA SU EXISTENCIA, 
DEBE DARSE PREPONDERANCIA A LA GARANTÍA DE ACCESO A LA 
JUSTICIA, ANTES DE TENER POR NO INTERPUESTA LA DEMANDA 
RELATIVA POR NO HABER INDICADO EL ACTOR EL NOMBRE Y 
DOMICILIO DE AQUÉL. De la interpretac ión del ar t ículo 14, f racc ión VII  y 
penúlt imo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrat ivo, en armonía con la garantía de a cceso a la just ic ia prevista 
en el numera l 17 de la Consti tuc ión Pol í t i ca de los Estados Unidos  
Mexicanos, se co l ige que el requis ito de procedib i l idad para e l  inic io del 
juic io contenc ioso administrat ivo federal,  re lat ivo a que el promovente 
ind ique el nombre y domic i l io  del tercero interesado, v incula a que el 
Magis trado instructor real ice un ju ic io de va lor  en e l  que,  bajo e lementos  
objet ivos extraídos de las constancias que pueda tener a la v ista y teniendo 
en cuenta las manifestac iones del acc ionante, decida sobre la apl icab i l idad 
al caso part icu lar  de l a ludido requis i to, ya que la úl t ima par te de la refer ida 
f racc ión VII  es categór ica a l  atr ibu ir  e l  señalamiento de l tercero interesado 
únicamente "cuando lo haya" , lo que impl ica pr iv i legiar  la premisa d e que 
en tanto no esté c laramente def inida su exis tencia,  debe darse 
preponderancia a la mencionada prerrogativa const ituc iona l,  antes de tener  
por no interpuesta la demanda por no haber indicado e l ac tor e l  nombre y 
domic i l io  de aqué l ,  s in perju ic io de que con poster ior idad pueda ser 
l lamado, de acuerdo con la información que en v ía de contestación de 
demanda a l legue la autor idad, o b ien, con la que recabe la Sala competente 
del Tr ibunal Federal de Just ic ia F isca l y Adminis trat iva.  
 
PR IME R  TR I BU NAL  COLEGI A DO  EN MATER IAS  PE NAL  Y  ADMI NI STRAT IVA  DEL  V IGÉ SI MO  PR IMER  

C IRCU IT O .  

 

Ampa r o  d i re c t o  347 /20 08 .  In mob i l i a r i a  La  D i ana  de  O cc i de n t e ,  S . A .  de  C . V .  9  de  ju l i o  d e  2009 .  
Unan i mi dad  d e  v o t o s .  P onen t e :  Xóch i t l  Gu i do  Guzmán .  Sec re t a r i o :  J o r ge  V l ad i m i r  Os o r i o  

Aceve do .  

                                    

En este orden de ideas, es innegable que el 

señalamiento de la autoridad en relación a que los 

trabajadores tienen la calidad de tercero interesado es 

infundado, por lo que en el caso en que nos ocupa no existía 

la necesidad de requerir su comparecencia en el presente 

juicio. 

 

CUARTO.- Argumenta la accionante en el II concepto 

de anulación de la demanda, que la resolución impugnada 

carece de la debida fundamentación y motivación, pues de la 

simple lectura que se lleve a cabo de la misma no puede 

advertirse que se le deja en completo estado de indefensión al 

imposibilitarla para saber si con los preceptos legales insertos 

como fundamento en la misma la autoridad emisora es 

competente en razón de territorio para emitirla, lo cual la 
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obliga a entablar su defensa en una forma global ante tal 

desconocimiento de esos elementales requisitos.  

 

En réplica a lo anterior, la demandada sostuvo que 

dichas manifestaciones son infundadas e inoperantes, pues sí 

se señaló dentro de la resolución controvertida las facultades 

que tiene el Gerente de Recaudación Fiscal de la Delegación 

Regional en Nuevo León del Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores, su competencia material y 

territorial, de donde es evidente que lo argumentado por la 

actora carece de sustento legal, pues en ningún momento 

impugna la fundamentación y motivación de la resolución 

dictada. 

 

A juicio de los suscritos Magistrados resulta 

infundado lo alegado por la actora, toda vez que la autoridad 

dio debido cumplimiento a lo establecido en la fracción IV del 

artículo 38 del Código Fiscal de la Federación y 16 

Constitucional, fundando y motivando debidamente su 

competencia material y territorial en la Determinación de 

omisiones de pago en materia de aportaciones y/o 

amortizaciones por el crédito para vivienda al Instituto del 

Fondo Nacional de la vivienda para los Trabajadores con 

número de folio ******************. 

 

Lo anterior es así, pues de las documentales que 

obran a fojas 8 a 13, consistente en la liquidación contenida 

en el oficio número de folio ******************, emitida 

por la C. Gerente de Recaudación Fiscal en la Delegación 

Regional de Nuevo León del Instituto del Fondo Nacional para 

la Vivienda de los Trabajadores, se advierte que éste fundó  

su actuación en los siguientes ordinales 23, fracción I, último 
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párrafo y 30, párrafos primero y segundo, fracciones I, V, 

párrafo segundo, VI y XI de la Ley del Instituto del Fondo 

Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, 1°, 2, 

fracciones I, II, III, IV y VI, 3 fracciones VIII, XIV, XV, XVI, 

XVII, XVIII, XXI, XXII y XLII, 4° fracción XII, 5º, párrafos 

segundo y tercero, y 16° del Reglamento Interior del Instituto 

del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores en 

Materia de Facultades como Organismo Fiscal Autónomo 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de junio 

de 2008 y su reforma publicada en dicho diario el 9 de 

octubre de 2012; en relación con la fracción XIX del Artículo 

Único del Acuerdo por el que se Determina la Circunscripción 

Territorial en la cual Ejercerán sus Facultades las Autoridades 

del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores, emitido por el H. Consejo de Administración del 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores, a propuesta del Director General mediante 

resolución RCA-3822-06/12, publicado en el Diario de la 

Federación el 10 de agosto de 2012, que facultan a quien 

suscribe a ejercer sus facultades dentro de la circunscripción 

geográfica del Estado de Nuevo León, numerales que a la 

letra señalan lo siguiente: 

 

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 
TRABAJADORES  
 
ARTÍCULO 23.-  E l  D irector Genera l tendrá las s igu ientes atr ibuc iones y  
facul tades:  
 
I.-  Representar legalmente a l  Inst i tuto con todas las facu ltades que 
corresponden a los mandatar ios genera les para p le i tos y cobranzas, actos 
de adminis trac ión y de dominio, y las especiales que requieran c láusula 
especia l  conforme a la ley, en los términos de los tres pr imeros párrafos 
del art ícu lo  2554 del Código Civ i l  para e l  Distr i to Federal.  Estas facu l tades 
las ejercerá en la forma en que acuerde e l Consejo de Adminis trac ión.  
 
Las facu ltades que correspondan a l Inst i tuto,  en su carácter  de organismo 
f isca l autónomo, de conformidad con el Art ícu lo 30 de esta Ley, se 
ejercerán por e l  Director General y e l  demás personal que expresamente se 
ind ique en el Reglamento Inter ior  del Inst ituto del Fondo Nacional de la  
Viv ienda para los Trabajadores, en mater ia de facul tades como organismo 
f isca l autónomo; 
 
ARTÍCULO  30.-  Las  obl igac iones de efectuar  las aportac iones y enterar 
los descuentos a que se ref iere e l  Art ícu lo anter ior , as í  como su cobro, 
t ienen e l carácter de f iscales .  
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El Inst ituto de l Fondo Nacional  de la Viv ienda para los Trabajadores, en su 
carácter de organismo f isca l autónomo, está facul tado, en los términos del  
Código F iscal de la Federación, para:  
 
I.-  Determinar, en caso de incumplimiento , e l  importe de las aportac iones 
patronales y de los descuentos omit idos , as í  como calcular  su actua l izac ión 
y recargos que se generen, señalar  las bases para su l iqu idac ión, f i jar los  
en cant idad l íqu ida y requer ir  su pago. Para este f in podrá ordenar y 
pract icar, con el personal que a l efecto designe, v is itas domic i l iar ias,  
audi tor ías e inspecciones a lo s patrones, requir iéndoles la exhib ic ión de 
l ibros y documentos que acrediten el  cumplimiento de las obl igaciones que 
en mater ia hab itac iona l les impone esta Ley.  
 
Las facul tades de l Inst i tuto para comprobar e l  cumplimiento de las  
d isposic iones de esta Ley, as í  como para determinar las aportac iones 
omit idas  y sus accesor ios, se ext inguen en el  término de c inco años no 
sujeto a interrupc ión contado a par t ir  de la fecha en que e l propio Inst ituto  
tenga conocimiento de l hecho generador de la obl igac ión. El  p l azo señalado 
en este párrafo só lo se suspenderá cuando se interponga el  recurso de 
inconformidad previsto  en esta Ley o se entable ju ic io ante el  Tr ibunal  
Federal de Just ic ia F isca l y Administrat iva.  
 
III.  Real izar  por s í  o  a través  de la Secretar ía de Hac ienda y Crédito  
Púb l ico  e l  cobro y la ejecuc ión correspondiente a las  aportac iones 
patronales y a los descuentos omit idos, sujetándose a las normas del  
Código F iscal de la Federación;  
 
V.-  Requer ir  a los patrones que omitan e l cumplimiento de las  obl igac io nes 
que esta Ley estab lece, la informac ión necesar ia para determinar la 
existencia o no de la re lac ión labora l con las personas a su serv ic io,  as í  
como la que permita estab lecer en forma presuntiva y conforme a l  
procedimiento que al  efecto e l  Inst i tuto  señale, e l  monto de las  
aportac iones omit idas.  
 
La Secretar ía de Hac ienda y Crédito Públ ico y e l  Inst ituto , ind is t intamente,  
sanc ionarán aquel los casos en que e l incumpl imiento de las ob l igaciones 
que esta Ley establece,  or ig ine la omis ión to ta l  o parc ia l  en e l  pago de las  
aportac iones y e l  entero de los descuentos, en los términos de l Código 
F iscal de la Federación.  
 
VI.-  Determinar la  existenc ia, contenido y  a lcance de las  obl igac iones 

incumpl idas  por los  patrones y demás sujetos obl igados en los términos de  
esta Ley y  demás disposic iones re lat ivas , para lo  cual  podrá ap l icar  los  
datos con los que cuente, en función del ú lt imo mes cubierto o con apoyo 
en los hechos que conozca con mot ivo del  ejerc ic io de las facul tades de 
comprobación de que goza como autor id ad o b ien a través de los 
expedientes o documentos proporc ionados por otras autor idades f isca les;  
 
XI.-  Las demás previstas en la Ley.  
 
 
REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA 
VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES EN MATERIA DE FACULTADES 
COMO ORGANISMO FISCAL AUTONOMO 
 
ARTÍCULO 1o.  El  presente ordenamiento t iene por objeto regular  las  
facul tades y competenc ia de los órganos y personal  del  Inst i tuto,  conforme 
a los art ículos 23 y 30 de la Ley, as í  como precisar las unidades 
adminis trat ivas facu l tadas para l levar a cabo la  representac ión legal y  
defensa jur íd ica de l Inst ituto , en su carácter de organismo f isca l autónomo, 
ante las autor idades competentes .  
 
 
ARTÍCULO 2o. Para los efectos de este Reglamento se entenderá en 
s ingular  o p lura l,  por:  
 
l .  Aportación: a la cant idad equiva lente al  5% sobre el  sa lar io base de 
aportac ión de los trabajadores que los Patrones pagan a l Inst ituto;  
l l .  Código: al Código F iscal de la Federación;  
l l l .  Descuento: a la  cant idad que ret iene el Patrón del sa lar io del  
trabajador acredi tado y que entera al  Inst i tuto para la  amort izac ión de los  
créditos de v iv ienda;  
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IV. Instituto: al Inst i tuto del Fondo Nacional de la V iv ienda para los 
Trabajadores;  
… 
 
Vl. Patrón: a la persona que tenga este carácter en términos de la  L ey 
Federal del Trabajo, y  
 
ARTÍCULO 3o.  El  Inst i tuto es un organismo f isca l autónomo que cuenta 
con todas las facu ltades previstas en la Ley y e l  Código, para:  
 
VIII.  Requer ir  a los  Patrones la exhib ic ión de l ibros y regis tros 

e lectrónicos o de cua lquier  o tra naturaleza,  as í  como de los medios 
ut i l izados para procesar la informac ión que integre su contabi l idad, 
inc luyendo nóminas de salar ios y p lant i l las de personal ,  av isos,  
declarac iones, documentos y demás información necesar ia para determinar 
la ex istenc ia o no de la re lac ión laboral  y la  que permita establecer de 
manera presuntiva e l  monto de las Aportac iones, as í  como el pago de 
salar ios a las personas a su serv ic io, v inculados con las obl igac iones que a 
cargo de dichos Patrones estab lecen la Ley Federa l del  Trabajo, la Ley, e l  
Código y las d isposic iones reglamentar ias ap l icables;  
 
XIV.  Determinar, en caso de incumpl imiento y en los términos de l Código,  
e l  importe de las Aportac iones omit idas y de los  Descuentos no retenidos o 
no enterados, calcu lar  la actual izac ión y los recargos que correspondan,  
señalar  las  bases para su l iquidación, f i jar los en cantidad l íqu ida, requer ir  
su pago y emit ir  las resoluc iones de l crédi to f iscal respect ivo con apoyo en 
la informac ión proporc ionada por e l  contr ibuyente, por otras autor idades 
f isca les y la que tenga en su poder o que obtenga en ejerc ic io de sus  
facul tades de revis ión;  
 
XV.  Determinar y precisar la exis tencia, contenido y a lcance de las  
obl igac iones patronales incumpl idas, en func ión de los datos de l úl t imo mes  
cubier to o de los hechos que conozca con motivo del ejerc ic io de las 
facul tades de comprobación o  de los proporc ionados por otras autor idades 
f isca les;  
 
XVI.  Determinar presuntivamente las Aportac iones der ivadas de las  
obl igac iones a que se ref iere la f ra cc ión anter ior , as í  como los Descuentos;  
 
XVII.  Determinar y cobrar las omis iones por d i ferencias en Aportac iones o 
Descuentos ocasionados por errores ar itméticos detectados en las 
declarac iones de los Patrones, la actua l izac ión, los recargos y, en su caso ,  
las multas que correspondan por estos conceptos, as í  como determinar y 
cobrar las sanc iones generadas por la fa lta de pago de estas d iferenc ias;  
 
XVIII.  Imponer a los Patrones que hayan cometido infracc ión a las  
d isposic iones contenidas en la Ley y sus r eglamentos, las multas previstas  
en dichos ordenamientos, con apoyo en los mismos y en lo previsto por e l  
Código; 
 
XXI.  Dar trámite y not i f icar  las l iquidaciones para el  cobro de las  
Aportac iones y Descuentos, conjuntamente con las l iqu idac iones de las 
cot izac iones previs tas en la Ley de l Seguro Social ,  previo convenio  de 
coordinac ión con e l Inst ituto Mexicano del Seguro Social;  
 
XXII.  Not i f icar  las  resoluc iones por las que se determinen los créd itos  

f isca les y, en su caso, hacer efect ivo su cobro a través del procedimiento  
adminis trat ivo de ejecución, sujetándose a las  normas previstas sobre el  
part icular  por e l  Código y su Reglamento;  
 
XLII. Las demás facul tades y atr ibuc iones que les señalen la Ley y  sus 
d isposic iones reglamentar ias ;  el Cód igo y su reglamento y cualquier  otra 
d isposic ión legal ap l icab le.  
 
 
ARTÍCULO 4o.  El  personal del Inst i tuto cuyas facu ltades se determinan en 
el presente Reglamento son los s iguientes:  
 
XII. Los Gerentes de Recaudac ión F iscal en Delegaciones Regionales.  
El  personal del Inst ituto a que se ref ieren las f racc iones I I I ,  XI , XVI y 
XVIII  del art ícu lo anter ior , ejercerá sus  facul tades dentro de la  
c ircunscr ipc ión terr itor ia l  que les determine el  Consejo de Adminis trac ión 
del Inst ituto a propuesta del Director General del mismo.  
 
El  acuerdo que emita e l  Consejo de Adminis trac ión para los efectos 
señalados en el párrafo anter ior , será publ icado en el Diar io Of ic ia l  de la  
Federación.  
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ARTÍCULO 5 .  E l  ámbito de competenc ia terr itor ia l  del personal  del 
Inst i tuto a que se ref ieren las f r acc iones l ,  I I ,  IV, V,  VI , VII , VIII ,  IX, X,  
XI , XIII ,  XV, XVI y XVII  del art ícu lo anter ior ,  será en todo el terr i tor io 
nac iona l .  
 
El  personal del Inst i tuto a que se ref ieren las f racc iones I I I ,  XII  y XIV del  
art ícu lo anter ior , ejercerá sus facul tades dent ro de la c ircunscr ipc ión 
terr itor ia l  que les determine e l Consejo de Adminis trac ión del  Inst ituto a 
propuesta del Director General de l mismo.  
 
El  acuerdo que emita e l  Consejo de Adminis trac ión para los efectos 
señalados en el párrafo anter ior , será publ ic ado en el Diar io Of ic ia l  de la  
Federación.  
 
ARTÍCULO 16. Los Gerentes de Recaudación F iscal  en De legac iones 
Regionales ejercerán las facul tades contenidas  en las f racc iones VI , VII , 
VIII ,  IX, X, XI , XII , XIV, XV, XVI, XVII, XVIII ,  XIX, XX, XXI, XXII ,  
XXIII , XXVI, XXVII , XXIX, XXXII , XXXIV, XXXVIII , XXXIX, XL, XLI  y XLII ,  
del art ícu lo 3o. de este Reglamento.  

 

 
ACUERDO POR EL QUE SE DETERMINA LA CIRCUNSCRIPCION 
TERRITORIAL EN LA CUAL LAS AUTORIDADES FISCALES DEL 
INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 
TRABAJADORES, EJERCERAN SUS FACULTADES EN MATERIA FISCAL.  
 
… 
 
Artículo Único .- Se acuerda la c ircunscr ipc ión terr itor ia l  en que las  
autor idades f iscales de l  Inst i tuto del Fondo Nac ional de la Viv ienda para los  
Trabajadores ejercerán sus atr ibuc iones en mater ia f iscal ,  para quedar de la  
s igu iente manera:  
 
                                       Delegación Regional  Circunscripción 
territorial   
… 
 

XIX.  Nuevo León  Dentro de la  
c ircunscr ipc ión geográf ica 

que comprende el Estado 
de Nuevo León.  

  
 …”  

 

En consecuencia, con los dispositivos de trato, queda 

acreditado que en la resolución controvertida se citaron los 

preceptos en los que se contempla la competencia material y 

territorial de la autoridad liquidadora; en ese sentido, el 

argumento del actora no logra desvirtuar la legalidad del 

oficio combatido, pues en el caso se cumple con lo dispuesto 

en la jurisprudencia 2a./J. 57/2001, sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo: XIV, Noviembre de 2001, la cual se 

transcribe a continuación: 
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“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE 
SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL  QUE LES OTORGUE 
LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, 
INCISO Y SUBINCISO.  De lo d ispuesto en la tes is  de jur isprudenc ia P./J .  
10/94 del Tr ibunal P leno de la Suprema Corte de Just ic ia de la Nación, 
publ icada en la Gaceta del Semanar io Judic ia l  de la Federación, Número 77, 
mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN 
ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", as í  como de las  
considerac iones en las cua les se sustentó d icho cr iter io , se desprende que 
la garant ía de fundamentación consagrada en el art ícu lo 16 de la  

Const ituc ión Pol í t ica de los Estados Unidos Mexicanos, l leva impl íc i ta la 
idea de exact itud y precis ión en la c i ta de las normas lega les que facul tan 
a la autor idad administrat iva para emit ir  e l  acto de molest ia de que se 
trate , a l  atender al  valor  jur íd icamente protegido por la ex igencia 
const ituc iona l,  que es la posib i l idad de otorgar  certeza y segur idad jur íd ica 
al  par t icu lar  f rente a los actos de las autor idades que afecten o les ionen su 
interés jur íd ico y , por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante 
un acto que no cumpla con los requis i tos lega les necesar ios . En 
congruenc ia con lo anter ior , resu lta inconcuso que para est imar sat is fecha 
la garantía de la debida fundamentac ión, que estab l ece d icho precepto 
const ituc iona l,  por lo  que hace a la competenc ia de la autor idad 
adminis trat iva para emit ir  e l  acto de molest ia es necesar io que en el  
documento que se contenga se invoquen las d isposic iones lega les , acuerdo 
o decreto que otorgan facultades a la autor idad emisora y, en caso de que 
estas normas inc luyan diversos supuestos , se precisen con c lar idad y 
deta l le , e l  apartado, la  f racc ión o f racc iones,  inc isos y sub inc isos,  en que 
apoya su actuación; pues de no ser as í ,  se  dejar ía  a l  gobernado e n estado 
de indefens ión, toda vez que se traduc ir ía en que éste ignorara s i  e l  
proceder  de la autor idad se encuentra o  no dentro del ámbito competencia l  
respect ivo por razón de mater ia, grado y terr i tor io y, en consecuenc ia, s i  
está o no ajustado a derecho. Esto es as í,  porque no es permis ib le abr igar  
en la garantía ind iv idua l en cuest ión n inguna c lase de ambigüedad,  ya que 
su f ina l idad consis te , esencialmente,  en una exacta indiv idua l izac ión del 
acto de autor idad, de acuerdo a la hipótesis jur íd ica en que  se ubique el  
gobernado en relac ión con las facul tades de la autor idad, por razones de 
segur idad jur íd ica.  
 
Contradicc ión de tes is 94/2000-SS. Entre las  sustentadas por e l  Tercer 
Tr ibunal Coleg iado en Mater ia Administrat iva de l Sexto C ircu ito y e l  Pr imer 
y Cuarto Tr ibunales Co legiados en Mater ia Adminis trat iva, ambos de l Pr imer 
Circu ito . 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 
Juan Díaz Romero. Ponente: Gui l lermo I . Ort iz Mayagoi t ia. Secretar ia:  
Lourdes Margar ita Garc ía Gal ic ia.  
 
Tesis de jur isprudenc ia 57/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tr ibunal ,  en ses ión pr ivada del  tre inta y uno de octubre de dos mi l  
uno.”  

 

QUINTO.-  En el agravio identificado como III, aduce 

la enjuiciante que la resolución impugnada carece de la debida 

fundamentación legal contraviniendo con ello lo dispuesto por 

los artículos 16 Constitucional y 38, fracción IV, del Código 

Fiscal de la Federación. 

 

Lo estima así, pues refiere que de la simple 

observancia del acto impugnado da como resultado el hecho 

de que la autoridad emisora del mismo no justifica su 

competencia, ya que en la parte media de la hoja número 

cinco del acto impugnado carece de una firma de las 

denominadas facsimilares y no una firma auténtica del 
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servidor público autorizado, por lo que al contenerse sólo una 

firma facsimilar que pretende justificar las acciones emitidas, 

no se justifica gráficamente el ánimo del responsable a fin de 

que se de validez a los actos. 

 

Al refutar el agravio de previa reseña, la demandada 

sostuvo que del análisis practicado al acta de notificación de 

la resolución impugnada, se advertía que en la misma se 

asentó que esta última se entregó al contribuyente actor en 

original con firma autógrafa, por lo que si éste omitió 

desvirtuar tales hechos contenidos en un documento público 

que hace prueba plena en términos del artículo 46, fracción I, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, lo procedente es reconocer la validez de la 

resolución impugnada. 

 

Para esta Juzgadora es infundado el agravio a 

estudio, en atención a las consideraciones jurídicas que a 

continuación se exponen: 

 

La litis de este asunto estriba en analizar 

primeramente a cuál de las partes contendientes le 

corresponde la carga de la prueba, a fin de demostrar si la 

firma plasmada en el acto controvertido es o no autógrafa; y 

posterior a ello, concluir en si la emisión de dicho documento 

se llevó a cabo de manera ilegal como lo aduce la accionante.  

 

En ese orden de ideas, obran agregadas a los autos el 

citatorio y acta de notificación de fechas 24 y 23 de 

septiembre, ambos de 2015, respectivamente, que se valoran 

en términos del artículo 46, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, consultables a 
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fojas 65 y 66, observándose de ésta última (acta de 

notificación), que en el último párrafo, en el último renglón se 

señaló: “… procedí a practicar la diligencia de notificación de 

la(s) resolución (es) controladas con el (los números(s) de 

folio(s), citado(s) en la parte superior de la presente, 

haciendo entrega de su(s) original(es) con firma 

autógrafa en seis---- hojas útiles, así como una copia de 

este documento al (a la) C. ***** ******* ******** 

********” quien se identifica con …”, observándose el 

nombre y firma de recibido de dicha persona con quien se 

entendió la diligencia; además, de que de la lectura de los 

agravios expuestos en la demanda se aprecia que la actora no 

controvirtió la legalidad de dicha constancia de notificación,  

así como que en el número 2 de Hechos, primera hoja de la 

demanda, la accionante manifestó: “… 2.- En fecha 24 de 

septiembre de 2015 le fueron notificados los oficios 

impugnados (sic) a mi representada. …” 

 

 En tal virtud, si de la constancias de autos se 

obtiene que la actora afirmó en la demanda que la resolución 

impugnada contiene firma facsimilar y no una auténtica de la 

autoridad que la emitió, aunado a que en la autoridad acredita 

con la constancia de notificación que dicho acto le fue 

entregado con firma autógrafa, sin que la enjuiciante 

controvirtiera en la demanda la legalidad de la constancia de 

notificación, que era el momento procesal oportuno en 

términos del artículo 16, fracción I, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, que dice:  

 

“Artículo 16.- Cuando se alegue que la resolución 

administrativa no fue noti ficada o que lo fue i legalmente, 

siempre que se trate de las impugnables en el juicio 

contencioso administrativo federal, se estará a las reglas 

siguientes: 

 

I.- Si el demandante afirma conocer la resolución 

administrativa, los conceptos de impugnación contra su 

notificación y contra la resolución misma, deberán 
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hacerse valer en la demanda, en la que manifestará la 

fecha en que la conoció . 

 

…” 

 

 

De la norma jurídica transcrita, se advierte con 

meridiana claridad que, como en el caso que nos ocupa, al 

haber afirmado la accionante conocer el acto a debate y la 

fecha en que conoció la misma, es claro que los conceptos de 

impugnación en contra de la notificación debió formularlos en 

su escrito de demanda. 

 

En esa directriz, era a la parte demandante la que 

tenía la carga de demostrar que el oficio impugnado contenía 

una firma facsimilar, tal como lo manifestó, a través de la 

prueba pericial grafoscópica que ayudara a esta Juzgadora a 

encontrar la verdad legal, pues al tratarse de una cuestión 

técnica no se poseen los conocimientos especializados para 

arribar a la conclusión a simple vista para determinar si la 

firma contenida en el mismo es o no autógrafa. 

 

Es exactamente aplicable al caso, la Jurisprudencia 

2ª./J.110/2014, emitida por la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación al resolver la Contradicción de 

Tesis número 175/2014, la cual no resulta aplicable al caso 

concreto, cuyo texto y datos de identificación enseguida se 

transcriben: 

 
Época: Décima Época/ Instanc ia: Segunda Sa la / T ipo de Tesis: 
Jur isprudenc ia /  Fuente: Semanar io Jud ic ia l  de la Federac ión / 
Pub l icac ión: v iernes 16 de enero de 2015 09:00 h / Mater ia(s):  
(Adminis trat iva) / Tesis: 2a./J.  110/2014 (10a.)  

 
FIRMA AUTÓGRAFA DEL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE 
NULIDAD. FORMA DE CUMPLIR CON LA CARGA PROBATORIA 

CUANDO LA AUTORIDAD AFIRMA QUE LA CONTIENE.  En 
observancia a los pr incipios de igualdad entre las partes y de 
equi l ibrio procesal, así  como a la obl igación de cumplir con las 
formal idades esencia les del procedimien to contenidos en los 
art ículos 1o., 14, 16 y 17 de la Const itución Pol í t ica de los 
Estados Unidos Mexicanos, en los juicios deben observarse las 
reglas legales previstas al respecto, entre las que se encuentra la 
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relat iva a la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en 
que las partes soporten sus posturas. Por el lo, en términos del 

art ículo 40 de la Ley Federal  de Procedimiento Contencioso 
Administrat ivo, la autoridad demandada puede ofrecer y 
desahogar cualquiera de los medios probatorios permit idos  por la 
ley, a f in de acreditar sus defensas, cuya idoneidad dependerá de 
los hechos que pretenda acreditar, y su apreciación y valoración 
del prudente arbitr io del Juez; en el entendido de que los hechos 
citados pueden const ituir circunstancias variadas, dist intas a las 

consideradas en las ejecutorias que dieron origen a las 
jurisprudencias 2a./J.  195/2007 (*) y 2a./J. 13/2012 (10a.) (**). 
Así, ante la afirmación de la demandada de que la resolución 
combatida contiene la firma autógrafa de la autoridad 
emitente que entregó al momento de su notificación al 
interesado, es posible que para demostrarlo y cumplir con la 

carga de la prueba, exhiba constancia del acta levantada al 
efecto, que pueda confirmar que aquel documento se recibió 
firmado en original,  por ser un medio de prueba legal , sobre 

la base de que quien atendió la comunicación tuvo conciencia del 
contenido de la leyenda de mérito, máxime si  ésta se ubica en el 
área donde firmó la recepción de aquel documento. Lo anterior no 
impide que la parte actora pueda ofrecer prueba idónea para 

demostrar la falta de autenticidad de la f irma correspondiente.  

 
Contradicc ión de tes is 175/2014. Entre las sustentadas por e l  Tercer 
Tr ibunal Colegiado del V igésimo Sépt imo Circui to y e l  Pleno de l Tr igés imo 
Circu ito . 17 de sept iembre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los 
Minis tros Alber to Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Margar i ta Beatr iz Luna Ramos y Lu is Mar ía Agui lar  Mora les . Ausente: 
Sergio A. Va l ls  Hernández. Ponente: Alber to Pérez Dayán. Secret ar ia: 
Mar ía del Carmen Alejandra Hernández J iménez.  

 

Como se ve, de la jurisprudencia transcrita se 

advierte que si la autoridad demandada afirmó que los actos 

impugnados en el juicio contienen firma autógrafa, que se 

entregó al interesado al momento de su notificación y para 

demostrarlo ofreció las constancias de las diligencias 

levantadas al efecto, que pueda confirmar de manera 

indudable que se recibió aquél documento conteniendo firma 

original o autógrafa, con la exhibición de dicha constancia 

cumple con la carga probatoria para demostrar su afirmación, 

habida cuenta que se trata de un medio de prueba legal, 

motivo por el cual, como ya se dijo, se revirtió la carga 

probatoria a la enjuiciante, quien invariablemente debió 

ofrecer la probanza idónea para ello como lo era la prueba 

pericial en grafoscopia, lo cual no hizo, por lo que prevalece 

la presunción de legalidad de que gozan los actos de 

autoridad prevista en el artículo 68 del Código Fiscal de la 

Federación. 
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En efecto, al haberse asentado en la constancia de 

notificación que se le entregó el original de la resolución 

impugnada, la cual contenía firma autógrafa, la autoridad 

desvirtúa la negativa lisa y llana formulada por la accionante 

en el sentido de que dicho acto contenía firma facsimilar, sin 

que la actora controvirtiera su legalidad, por lo que al resultar 

legal tal notificación es evidente con que dicha documental es 

suficiente para acreditar que dicho acto contiene firma 

autógrafa. 

 

SEXTO.- Manifiesta la impetrante en el agravio I de 

su demanda que es ilegal la resolución impugnada, puesto que 

carece de la debida fundamentación y motivación, ya que de 

la simple observancia que se realice al acto impugnado, se 

advierte que se hace mención de la supuesta información 

proporcionada por la accionante en su carácter de patrón; 

empero, la autoridad no hizo constar las circunstancias 

especiales, razones particulares y causas inmediatas que tuvo 

en consideración para emitir la, con lo cual se le dejó en 

franco estado de indefensión al no existir una certeza jurídica 

de lo que se tomó en consideración para su emisión ni de que 

existe una exacta adecuación entre los motivos aducidos con 

lo previsto en las normas invocadas.  

 

Refiere que en el cuarto párrafo (sic) la autoridad 

intenta fundar y motivar la resolución impugnada plasmando: 

“Las cantidades determinadas resultan de multiplicar el 

salario diario integrado de cada trabajador en los términos de 

los artículos 29, fracciones II y III de la Ley del Instituto y 

29, 30 y 31 del Reglamento de Inscripción, pago de 

aportaciones y entero de descuentos al Instituto del Fondo 

Nacional de te (sic) Vivienda para los Trabajadores con base 
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en la propia información proporcionada por el patrón citado al 

rubro y que obra en los registros de la base de datos de esta 

institución.”, reiterando que ello no basta para estimar que 

cuente con los requisitos de la debida fundamentación y 

motivación. 

 

En réplica a lo anterior, la autoridad sostuvo que es 

inoperante por genérico lo argumentado por la actora, toda vez 

que la resolución impugnada se encuentra debidamente 

fundada y motivada, además de que no manifiesta en forma 

concreta el perjuicio que le causa.  

 

Al respecto, se estima que el concepto de 

impugnación antes sintetizado es sustancialmente fundado, 

en atención a las siguientes consideraciones jurídicas: 

 

Como principio, de la resolución impugnada, se 

aprecia que la autoridad demandada determinó a la actora un 

crédito fiscal relativo al período ******* identificado con el 

número de folio ******************, por el concepto de 

omisiones en el pago de aportaciones y/o amortizaciones .  

 

Ahora bien, del análisis que se realiza a la liquidación 

de referencia, se puede observar que la misma se funda y 

motiva entre diversas cuestiones, en las siguientes:  

 

a).- En los datos con que cuenta el Instituto del Fondo 

Nacional de la Vivienda para los Trabajadores consistentes en 

los avisos de altas, bajas o modificaciones de salarios de sus 

trabajadores o de cambio de situación patronal y de la 

correspondiente a la determinación y pago del importe de las 

aportaciones por el programa de cómputo autorizado por el 

instituto, que presentó en su carácter de patrón . 
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b).- De igual forma, se motiva y funda en la 

información proporcionada por el mismo patrón en 

cumplimiento de las disposiciones establecidas en la Ley del 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores, reglamentaria del artículo 123, Apartado “A” 

fracción XII, Constitucional, artículo 29, fracciones I, II y III 

27 y 44 del Reglamento de Inscripción, Pago de Aportaciones 

y Entero de Descuentos al Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores. 

 

c).- También, se advierte de dicha liquidación que de 

la revisión a los datos antes detallados , se determinó que el 

patrón incurrió en las omisiones que se señala en la 

resolución impugnada, de donde derivó el incumplimiento de 

las obligaciones a su cargo de determinar.  

 

d).- Por último, se aprecia que la revisión de la 

información que se conserva en medios magnéticos y digitales 

proveniente de la documentación original presentada por el 

mismo patrón, trajo como consecuencia la formulación del 

acto impugnado, en la cual se determinaron los importes de 

las omisiones en materia de aportaciones patronales y/o 

amortizaciones. 

 

En esta tesitura, tenemos que la liquidación 

impugnada, carece de la debida fundamentación y motivación, 

ya que aún y cuando del contenido de ésta se aprecia que 

constituyen omisiones de cuotas y amortizaciones, respecto 

de los trabajadores a su servicio y que se obtuvieron, de la 

revisión efectuada a la información presentada por el mismo 

patrón, la autoridad demandada omitió fundarlas y motivarlas 

debidamente, pues del examen efectuado  se obtiene que el 
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Instituto demandado fue omiso en plasmar la relación de 

trabajadores por los cuales se expidió el acto combatido, 

además de que se omitió invocar diversos datos necesarios 

tales como: nombre del trabajador, días laborados, salario 

diario integrado, además de las formas, términos o 

procedimientos que realizó a fin de determinar la base para el 

pago de las aportaciones respectivas; es decir, las 

operaciones aritméticas necesarias para concluir que la 

enjuiciante adeuda a la demandada el monto respectivo, todo 

ello a efecto de dar un cabal cumplimiento al requisito de la 

debida motivación que todo acto de autoridad debe contener, 

situación que deja en estado de indefensión a la actora; en 

razón de lo cual, se estima procedente declarar la nulidad de 

la liquidación identificada con el números de folio 

******************, sin que con ello se obligue o se impida 

a la autoridad para que si lo considera pertinente, emita otra 

debidamente fundada y motivada.  

 

Resulta aplicable en el caso, la jurisprudencia 

sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 

Circuito visible en la Revista número 66 de este Tribunal, 

junio 1993, página 28, la cual textualmente señala:  

 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS.-  De acuerdo con e l ar t ículo 16 Consti tuc iona l,  todo 
acto de autor idad debe estar  suf ic ientemente fundado y mot ivado, 
entendiéndose por lo pr imero que ha de expresarse con precis ión e l  
precepto legal ap l icable al  caso y por lo segundo, que también deben 
señalarse con precis ión, las c ircunstancias especia les, razones par t icu lares  
o causas inmediatas que se hayan tenido en considerac ión  para la emis ión 
del acto, s iendo necesar io además, que ex ista adecuac ión entre los motivos  
aducidos y las  normas apl icab les, es decir ,  que en e l caso concreto se  
conf igure la h ipótes is  normat iva. Esto es , que cuando el precepto en 
comento previene que nad ie puede ser molestado en su persona,  
propiedades o derechos s ino en v ir tud de mandamiento escr i to de autor idad 
competente que funde y motive la causa legal de l procedimiento,  está 
exig iendo a todas las  autor idades que apeguen sus actos a la  ley, 
expresando de que ley se trata y los preceptos  de el la que s irvan de apoyo 
al mandamiento re lat ivo. En mater ia administrat iva, específ icamente, para 

poder considerar un acto autor i tar io como correctamente fundado, es 
necesar io que en el se c iten: a). - Los cuerpos legales y preceptos que se 
estén apl icando al caso concreto, es dec ir ,  los supuestos normativos en que 
se encuadra la  conducta del gobernado para que esté  obl igado a l pago,  que 
serán señalados con toda exact i tud, precisándose los inc isos, subinc isos, 
f racc iones y preceptos apl icables, y b). - Los cuerpos legales, y preceptos  
que otorgan competenc ia o facul tades a las autor idades para emit ir  e l  acto  
en agravio del gobernado. (5)”  
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En tales circunstancias, lo procedente en el presente 

asunto es declarar la nul idad de la resolución 

******************, estimando innecesario entrar al 

análisis de los conceptos de nulidad restantes, pues de su 

estudio no se variaría el sentido del presente fallo ni se 

obtendría un mayor beneficio por la demandante.  

 

Sobre el particular tiene aplicación la jurisprudencia 

sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 

Administrativa y de Trabajo del Cuarto Circuito, consultable 

en el Semanario Judicial de la Federación, tomo IX de marzo 

de 1999, página 1303 que al respecto dice: 

 

“INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER AMPARO DIRECTO CONTRA UNA 
SENTENCIA DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE DECLARA LA 
NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. NO SE SURTE 
AUNQUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE HUBIESE OMITIDO EL ESTUDIO DE 
OTRAS CAUSAS DE ANULACIÓN DE LA MISMA ÍNDOLE.  Conforme a lo 
preceptuado por e l  ar t í cu lo 237 del  Código F i sca l  de la  Federac ión,  las 
sentencias del  Tr ibunal  F i sca l  deben estudiar  las  causas de i l egal idad que 
puedan l levar  a dec larar  la  nul idad l i sa y l l ana del  acto  impugnado,  
preferentemente a las  que t ienden a produc i r  la  nu l idad para determinados  
e fectos.  Lo anter ior  t iene su razón de ser  en la  importanc ia de que se dec lare  la 
nu l idad l i sa y l l ana,  en lugar de una nul idad para e fectos,  pues mientras en 
aqué l la  queda insubs istente e l  acto impugnado,  en ésta la  autor idad demandada 
debe ceñi r  su actuación a las  di rectr i ces demarcadas en la  sentenc ia de nul idad,  
y de ordinar io da v ida  a otro acto o resoluc ión con s imi lares e fectos o 
consecuencias que el  a fectado de nul idad.  Es por  e l lo que,  s i  l a  Sa la F i sca l  
desat iende el  mandato de l  c i tado art í cu lo 237 y dec lara la  nu l idad de l  acto para 
determinados e fectos,  o lv idándose de l  estudio de las  causas de i l egal idad que 
produc i r ían la  nu l idad l i sa y l l ana,  innegablemente lesi ona e l  interés jur íd ico de l  
actor  para atacar su fa l lo por  la  v ía  const i tuc ional ,  pues por  un lado existe  la 
certeza de que la autor idad admin istrat iva volverá a proceder en su contra al  
acatar  la  sentencia de nul idad,  y por  otro lado,  su pretens ión de ocu rr i r  al  
contenc ioso no fue tota lmente colmada. Ahora b ien, este  supuesto no se 
actua l i za cuando la  Sa la F i sca l  dec lara fundada una causa de i l egal idad que 
conduce a la  nu l idad l i sa y l l ana,  pues en esa h ipótes is  e l  part i cu lar  carece de 
interés jur íd i co para controvert i r  en amparo la  sentenc ia de inval idez,  aun en e l  
caso de que la  resolutora hubiese omi t ido o rehusado examinar otras causas de 
anulación de la  misma índole .  Esto es así ,  porque para que el  interés jur íd i co 
de l  gobernado sufra menoscabo,  es imp resc indib le  que con mot ivo de l  acto  
autor i tar io res ienta un agravio personal  y di recto en los  términos requer idos por  
e l  ar t í culo 4o.  de la Ley de Amparo,  entendiendo por e l lo no sólo e l  impacto que 
le  ocas iona a su esfera de derechos,  s ino que la  afectac i ón sea actua l  o 
inminente,  concreta y objet iva.  En ese orden de ideas,  s i  en la  sentenc ia 
rec lamada el  quejoso obtuvo la  nul idad l i sa y l lana de l  acto impugnado,  no 
puede fundar lega lmente su interés jur ídi co en la  fa l ta  de anál is i s  de otras 
causas de i l egal idad de fondo,  pues la  dec larac ión de nul idad deja insubs istente 
p lenamente la  resolución o acto cuest ionado,  y s i  b ien habrá algunos supuestos 
en que sea fact ible  que la  autor idad demandada, en uso de sus atr ibuciones, 
proceda nuevamente en contra de aqué l , ésta es una mera pos ib i l idad cuya 
concret i zación es futura e  incierta, abstracta y subjet iva,  y en ese contexto,  no  
integra el  agravio necesar io para dañar su interés jur ídi co,  por  lo que en este  
supuesto debe decretarse e l  sobrese imiento en el  ju i c io  de garant ías, s in  que se 
oponga a e l lo la jur i sprudenc ia sustentada por la  anterior  integrac ión de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Just i c ia de la Nac ión, bajo el  rubro:  
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"SENTENCIA FISCAL.  DEBE COMPRENDER TODOS LOS CONCEPTOS DE NULIDAD. 
LA OMISIÓN DEL ESTUDIO DE ALGUNO DE ELLOS AMERITA QUE EN EL AMPARO 
SE OBLIGUE A LA SALA RESPONSABLE A PRONUNCIAR NUEVO FALLO.",  porque 
este  cr i ter io parte  de la  premisa de que la  sentenc ia rec lamada dec laró la  
va l idez de l  acto impugnado,  s in antes haber anal i zado todo s los  conceptos de  
anulación expresados en la  demanda de nul idad.”  

 

Por lo expuesto y fundado con apoyo además en los 

artículos 49, 50, 51, fracción IV, y 52, fracción II, de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo , SE 

RESUELVE: 

 

I.- La actora ****** * ****** **** ** ****, 

quien compareció por conducto de su representante 

legal, acreditó los extremos de su acción, en consecuencia:  

 

II.- Se declara la NULIDAD de la resolución 

impugnada, la cual ha quedado descrita en el Resultando 1º, 

por los motivos y fundamentos expuestos en el Considerando 

Quinto de esta sentencia. 

 

III.- NOTIFÍQUESE. 

 

Así lo resolvieron y firman por unanimidad de votos 

los CC. Magistrados que integran la Segunda Sala Regional del 

Noreste del Tribunal Federal de Justicia  Fiscal y 

Administrativa, Licenciados MIGUEL MARTÍNEZ 

HERNÁNDEZ, Secretario en funciones de Magistrado en 

su carácter de Instructor en el presente juicio, con 

fundamento en el artículo 8º, penúltimo párrafo, de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, MARÍA ALEJANDRA ROSAS RAMÍREZ 

como Presidenta y JORGE LUIS ROSAS SIERRA, ante la C. 

Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciada Rosa María 

Belmares Aldape,  quien da fe. 

 

RMBA*  



TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA   
SEGUNDA SALA REGIONAL DEL NORESTE 

EXPEDIENTE: 5928/15-06-02-1-OT 

ACTOR: ****** * ****** **** ** **** 
 

25 
 

 
“De conformidad con lo dispuesto por los artículos 116 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública en vigor a partir del 6 de 

mayo de 2016, 98, fracción III, 113, fracciones I y III, 117, fracción II, y 118 

de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la información Pública, así 

como el Trigéximo Octavo, fracciones I y II, y Cuadragésimo de los 

Lineamientos Generales en materia de clasificación y desclasificación de la 

información, así como para la elaboración de versiones públicas, en relación 

con los artículos 8 y 9 del Reglamento del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa para dar cumplimiento a la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, en términos del artíuclo Segundo Transitorio 

de la ley invocada, sólo respecto a lo relacionado con la materia de protección 

de datos personales e información confidencial, fueron suprimidos de esta 

versión pública, nombres, domicilios, datos del acto impugnado y toda aquella 

información considerada como legalmente confidencial según los supuestos 

normativos que se actualizan en el caso.” 

 


